El siguiente es el documento presentado por el Magistrado ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Corporación.
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Proceso:



Proceso de disolución y liquidación de sociedad de hecho 

Magistrado Ponente:

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

Tema:




PROCESO DE DISOLUCIÓN Y LIQUIDACIÓN SOCIEDAD DE HECHO / MEDIDAS CAUTELARES INNOMINADAS ESTÁN RESTRINGIDAS A LOS PROCESOS DECLARATIVOS / SE REVOCA / SE NIEGAN LAS MEDIDAS CAUTELARES / “En otras palabras, para decretar una medida cautelar, el juez debe verificar que esté indicada en las normas generales, o autorizada para el proceso especial en el que se pide, de lo contrario no puede acceder a la solicitud, porque sería trastocar la regla de la especificidad que en este aspecto es clara. 
(...)

“Es decir, que la novedad que trae el artículo 590, que es la introducción al sistema procesal civil de las medidas cautelares innominadas, reguladas en el literal c) de la regla 1ª del artículo 590, está restringida a los procesos declarativos, según el encabezado de la norma, de suerte que no se puede aplicar indiscriminadamente a otro tipo de procesos.
Es lo que pasa en el presente caso, porque el proceso que nos ocupa es de disolución y liquidación de la sociedad de hecho habida entre las partes, que, precisamente, está ubicado dentro de los de liquidación de que trata la sección tercera del libro tercero del CGP, no dentro de los declarativos, que forman la sección primera del mismo libro, con lo que es propio señalar que no se le pueden extender las reglas de las medidas cautelares, en atención a esa restricción que la misma ley establece. 

Así que a pesar de que en el citado canon se le otorgaron amplias facultades al juez, dentro del marco legal, para decretar medidas cautelares diferentes a las nominadas (embargo, secuestro, inscripción de la demanda, por ejemplo), por lo que la doctrina las llama “innominadas o atípicas”, se repite, sólo es posible recurrir a ellas cuando se trata de procesos declarativos, por regla general.”
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Expediente 66001-31-03-001-2013-00027-03
  



Decide esta Sala Unitaria el recurso de apelación interpuesto por la parte demandada contra el numeral 7º del auto del 17 de febrero del presente año, proferido por el Juzgado Primero Civil del Circuito local, en este proceso de disolución y liquidación de sociedad de hecho instaurado por Orlando López Valencia frente a Aurelio López Valencia. 
   



ANTECEDENTES

  



El actor presentó demanda con el fin de que se declare “… la disolución de la sociedad comercial denominada “BUJES DE PEREIRA” hoy denominada “LOPEZ CASTAÑO BUJES DE PEREIRA S.A.S.” conformada por las partes en este proceso, y solicitó como medida cautelar la inscripción de la demanda de los bienes identificados con las matrículas inmobiliarias Nos. 290-52270, 290-52268 y 290-52271 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Pereira y sobre la matrícula mercantil No. 14467512 perteneciente a la sociedad objeto de litigio.   
El libelo se admitió por auto del 5 de febrero de 2013; notificado el demandado, contestada la demanda, pedidos otros embargos y aclarado el tema de la caución, se procedió en providencia del 10 de marzo de 2015 a decretar las medidas cautelares, pero las que fueron solicitadas exclusivamente en la demanda
. 




La parte demandante presentó solicitud de “adición y/o complementación” en el sentido de que se tuviera en cuenta el escrito presentado el 14 de enero de 2015 en el que solicitaba “El embargo y secuestro de los bienes que conforman la sociedad de hecho …”. A continuación el juez mediante providencia del 27 de abril siguiente (fl. 57, c. 1 copias) dispuso, con base en “… lo dispuesto en el art. 311 inciso 2º del C. de P. Civil, dentro de la ejecutoria del auto de fecha 10 de marzo pasado visible a folios 699-700, adicionar de oficio el mismo, en el sentido de decretar el embargo y secuestro de los bienes que conforman la sociedad de hecho Bujes Pereira, luego denominada LOPEZ CASTAÑO BUJES DE PEREIRA S.A. y posteriormente conocida como LOPEZ CASTAÑO BUJES DE PEREIRA S.A.S. cancelada por sentencia del 22 de marzo de 2012 de la Sala Civil del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, inscrita el 30 de mayo de 2014, dentro del proceso de simulación adelantado por ORLANDO LOPEZ VALENCIA, adscrito al folio de matrícula mercantil No. 14467512.” 

   



Contra esta decisión la parte demandada presentó recurso de reposición y en subsidio apelación con el argumento de que se accedió al decreto de unos bienes inembargables “como es el derecho personalísimo de uso y habitación, así como el derecho al uso de un comedor de vigilantes sitio en el que se encuentran los instrumentos necesarios para proveer los alimentos de los vigilantes y obreros (Numerales 10, 11 y 14 art. 684 del C. de P. C.).”





El juzgado no repuso, porque “… realmente no se ha dispuesto el embargo y secuestro de los bienes, por lo que el recurso carece de fundamentos, ya que aquí no se ha dado la orden de embargo en los términos que los solicitó el demandante ni en la forma que lo presenta la parte recurrente, a pesar de que se trató, de oficio, de adicionar el decreto de las medidas solicitadas por la parte actora.”
, por tanto, concedió el subsidiario de apelación ante este Tribunal, decisión que fue confirmada.

  



Por auto del 17 de febrero del presente año el despacho judicial, accedió al secuestro de los bienes de la sociedad de hecho “Bujes Pereira”, que consiste en i) campamento para cuidanderos y comedores de obreros, ii) baterías sanitarias, iii) edificio de administración y iv) almacenamiento, vivienda y zona de parqueos, “… así como los documentos contables y financieros de la sociedad, conforme con la solicitud del numeral segundo del mismo escrito.” (folios 35 a 37, c. 1 de copias)




Contra esta decisión la abogada de la parte demandada presentó reposición y en subsidio apelación, sustentado en que los bienes no se detallaron por su ubicación y linderos actuales, nomenclatura y tradición (art. 83 del C.G.P.). Además, se pasa por alto que son de propiedad exclusiva de la señora Rosalba Castaño López, que no es parte dentro del presente proceso, existiendo una inconsistencia entre la negación que se hace del embargo y secuestro de los inmuebles por no pertenecer al demandado y el secuestro en el mismo auto de las construcciones sobre los mismos bienes.




Se procede a resolver lo pertinente, previas las siguientes: 
CONSIDERACIONES

El asunto que se recurre tiene que ver puntualmente con unas medidas cautelares decretadas por el juez a-quo en el numeral 7º del auto del 27 de abril de 2015 (fls. 66 a 68, c. 1 de copias), medida que tomó con base en el literal c) del artículo 590 del Código General del Proceso, las cuales, según dice la apelante, deben ser levantadas dado que no se detallaron por su ubicación, linderos, nomenclatura y tradición, conforme lo señala el artículo 83 ibídem, al igual que son bienes que no pertenecen al demandado. 
Para empezar a dilucidar el recurso, es preciso indicar que las medidas que pidió el actor fueron: i) en el libelo, inscripción de la demanda sobre algunos bienes inmuebles y en la matrícula mercantil de la sociedad objeto de disolución, y ii) posteriormente, solicitó el embargo y secuestro de los bienes que conforman la sociedad de hecho objeto del presente proceso, detallados de la siguiente manera: “1.1. Edificio de la Administración, 1.2 Vivienda de vigilantes, comedor de obreros y taller, 1.3 Taller de estampado, 1.4 Taller de maquinado y torno, 1.5 Taller de fundición. 2) Todos y cada uno de los documentos contables y financieros de la sociedad, tales como: Libro Auxiliar, Estados financieros con sus notas, libros contables, Declaraciones de IVA, declaraciones de renta, Declaraciones de industria y Comercio, así como los archivos de la misma.”.

Sobre la primera petición, el juzgado por auto del 10 de marzo de 2015 (fls. 52 y 53, c. 1 copias) accedió a ellas, providencia que fue adicionada el 27 de abril siguiente pero exclusivamente en lo referente al “… embargo y secuestro de los bienes que conforman la sociedad de hecho Bujes Pereira, …” (fl. 57 ib.). 

Por su parte, en cuanto a la segunda solicitud, con base en el literal c) del artículo 590 del CGP, accedió a las medidas, mediante proveído del pasado 17 de febrero, incluidos los documentos contables y financieros de la sociedad de hecho “Bujes Pereira”, punto sobre el cual recae la inconformidad del recurrente.
Para la Sala el razonamiento que le dio el juez a-quo al presente asunto no es acertado, pues en su decisión dejó de lado la taxatividad que campea en estos asuntos, cuando de medidas cautelares se trata, al igual que pasó por alto la inaplicabilidad, en esta clase de procesos, del artículo 590 del Código General del Proceso, norma en que apoyó lo resuelto.
En otras palabras, para decretar una medida cautelar, el juez debe verificar que esté indicada en las normas generales, o autorizada para el proceso especial en el que se pide, de lo contrario no puede acceder a la solicitud, porque sería trastocar la regla de la especificidad que en este aspecto es clara. 
Tanto en el estatuto procesal anterior, como en el actual, se trata de una de las características especiales de las medidas cautelares, que como bien lo dice la doctrina,
Deben estar predeterminadas en la ley, porque la codificación se encarga no sólo (sic) de tipificarlas sino de señalar el proceso dentro del cual proceden, requisito que no se puede confundir con el de que sean o no nominativas, porque también en el evento de que se permitan las medidas cautelares que el juez estime pertinentes opera la predeterminación, entendida en el sentido de que siempre una norma debe contemplarlas de antemano.

En suma, entiendo este requisito como la necesidad de que una norma consagre y autorice al juez para decretar de oficio o a solicitud de parte una medida cautelar, de manera que en todos los eventos en lo que la ley contempla medidas cautelares innominadas también se cumple esta exigencia, solo que el juez puede de acuerdo con la particularidades del específico caso señalar la que estime procedente, no solo de las nominadas en la ley.”
  
Es decir, que la novedad que trae el artículo 590, que es la introducción al sistema procesal civil de las medidas cautelares innominadas, reguladas en el literal c) de la regla 1ª del artículo 590, está restringida a los procesos declarativos, según el encabezado de la norma, de suerte que no se puede aplicar indiscriminadamente a otro tipo de procesos. 

Es lo que pasa en el presente caso, porque el proceso que nos ocupa es de disolución y liquidación de la sociedad de hecho habida entre las partes, que, precisamente, está ubicado dentro de los de liquidación de que trata la sección tercera del libro tercero del CGP, no dentro de los declarativos, que forman la sección primera del mismo libro, con lo que es propio señalar que no se le pueden extender las reglas de las medidas cautelares, en atención a esa restricción que la misma ley establece. 
Así que a pesar de que en el citado canon se le otorgaron amplias facultades al juez, dentro del marco legal, para decretar medidas cautelares diferentes a las nominadas (embargo, secuestro, inscripción de la demanda, por ejemplo), por lo que la doctrina las llama “innominadas o atípicas”, se repite, sólo es posible recurrir a ellas cuando se trata de procesos declarativos, por regla general
.
Ahora, no debe perderse de vista que si acaso el asunto se siguiera rituando por el CPC, el artículo 633 señala qué hacer con los bienes de la sociedad, que no es otra cosa que entregarlos al liquidador. Y si se siguen las nuevas orientaciones del CGP, el numeral 6º del artículo 529 sí autoriza el decreto del “… embargo y secuestro de todos los activos de propiedad de la compañía”, pero una vez se decrete la disolución y se designe al liquidador.

Como viene de verse, en vista de que las medidas cautelares decretadas no proceden para este proceso en la etapa en que se halla, se procederá a revocar el numeral 7º del auto protestado y, en su lugar, se negarán. 

Como el recurso prospera y se trata de un auto que va a ser revocado, no se una sentencia, no habrá condena en costas en esta sede (art. 365, numerales 1 y 4, CGP). 
  



DECISIÓN

  



En armonía con lo dicho, esta Sala Unitaria Civil-Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, REVOCA el numeral 7º del auto del 17 de febrero del presente año, proferido por el Juzgado Primero Civil del Circuito local, en este proceso de disolución y liquidación de sociedad de hecho instaurado por Orlando López Valencia frente a Aurelio López Valencia. En su lugar se niegan las medidas cautelares solicitadas en escrito del 14 de enero de 2015. 
   



Sin costas. 

Notifíquese,

   
El Magistrado,

  



JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

� Auto de marzo 10 de 2015. Ver folios 52 y 53, cuaderno principal de copias.


� Fl. 61, cuaderno principal de copias.


� Fl. 64 vto. cuaderno principal de copias.


� LOPEZ BLANCO, Hernán Fabio. Código General del Proceso. Parte General. DUPRE Editores. Bogotá. 2016. Pág. 1077


� “…, en los procesos declarativos el interesado puede obtener no solo la práctica de las medidas que la ley tiene concreta y expresamente autorizadas, sino también cualquiera otra que encuentre razonable para proteger el derecho discutido (CGP, art. 590.1).” Tomado de: � ROJAS GÓMEZ, Miguel Enrique. Lecciones de Derecho Procesal. Tomo 4. Procesos de Conocimiento. Escuela de Actualización Jurídica. Pág. 53 y 54.
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